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DE LA PROVINCIA DE VALLADOLID.
SE PUBLICA TODOS LOS DÍAS EXCEPTO LOS FESTIVOS.

PRECIOS DE SUSCRICiON.

Por un mes. . . . 2
Trimestre. . . . . 6 id.
Número suelto, 35 céntimos.

Los anuncios se insertarán al 
precio de Í33 céntimos por linea

Las leyes obligarán en la Penín­
sula, islas adyacentes, Canarias y te­
rritorios de Africa sujetos á la legis­
lación peninsular, á los veinte dias 
de su promulgación, si en ellas no se 
dispusiere otra cosa.

Se entiende hecha la promulga­
ción el día en que termine la inser­
ción de la ley en la Gaceta.

(Artículo 1." del Código Civil vigente J

PUNTO DE SUSCRICION.

En la Imprenta y Encuader­
nación del Hospicio provincial 
de Valladolid, Palacio de la Ex­
celentísima Diputación.

Las suscricionqs y anuncios se 
servirán previo, pago adelantado.

Sección primera.
PARTE OFTCIAkL.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.

SS. MM. el Rey y la Reina Regente 
(Q. D. Gh), y Augusta Real Familia con­
tinúan en esta Corte sin novedad en su 
importante salud.

(Gaceta del 27 de Marzo de 1892.)

Seccior\ segunda.

to de Baños en l.° de Julio de 1891, para dar 
posesión á los Concejales electos, el Alcalde 
de aquel pueblo D. Cristóbal Ortega Fernán­
dez dió dicha posesión á los que se presenta­
ron, excepción hecha del Concejal L)^ Manuel 
Altozano Gómez, fundando su resolución res­
pecto de éste, en que contra el mismo se había 
dictado un auto judicial suspendiéndole del 
cargo de Alcalde y Concejal, auto que le fué 
comunicado por e! Gobernador civil do la pro­
vincia en 30 de Enero de 1891; y no habién­
dose levantado hasta entonces tal suspensión, 
consideraba que no podía Altozano ser pose­
sionado en el cargo de Concejal, por estar pri­
vado de intervenir en los actos administrati­

Presidencia del Consejo de Ministros.

REALES DECRETOS.
En el expediente y autos de competencia 

suscitada entre el Gobernador civil de la pro­
vincia de Jaén y el Juez de instrucción de la 
Carolina, de los cuales resulta:

Que celebrada sesión por el A.yuntamien-

vos de aquel Ayuntamiento, que I). Manuel 
Altozano protestó de tal acto como irregular, 
y en su sentir arbitrario, porque la Diputación 
provincial había desestimado un recurso de al­
zada interpuesto contra la capacidad del mis­
mo para ser Concejal:

Que en escrito de 16 de Agosto último el 
mismo Altozano denunció ante el Juzgado de 
instrucción el siguiente hecho: que en las 
elecciones municipales verificadas en el mes
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de Mayo último liabía sido proclamado el de­
nunciante Concejal, por elección popular, del 
Municipio de Baños, contra cuya reclama­
ción se interpuso recurso por D. Francisco 
Ruiz Alvarez, pidiendo la incapacidad del ele­
gido; que llevado el expediente electoral á la 
Comisión provincial, ésta desestimó la recla­
mación, declarando al Altozano con capacidad 
legal para ser elector y elegible, y en su con­
secuencia se le proclamó tal Concejal del 
Ayuntamiento de Baños, comunicándose el 
fallo al Ayuntamiento; que llegado el día l.° 
de Julio, fecha señalada por la ley Municipal 
para posesionar al nuevo Ayuntamiento, se 
constituyó: el denunciante en el salón Capitu­
lar con objeto de tomar posesión de su cargo, 
la cual le fué denegada por el Alcalde don 
Cristóbal Ortega Fernández; que tal resolu­
ción venía á privarle del derecho á ejercer un 
cargo que el pueblo le había conferido, y fué 
confirmado por laSuperioridad, infringiéndose 
así el mandato de la Diputación provincial, á 
la vez que lo prevenido por el art. 13 del Real 
decreto de 24 de Marzo de 1891 y el 52 de la 
ley Municipal, incurriendo por ello en la res­
ponsabilidad que determina el art. 380 del 
Código penal; y terminaba su escrito con la 
súplica dé que, teniéndose por presentada la 
denuncia, se sirviera el Juzgado acordar el 
procedimiento que con arreglo a la ley corres­
pondiera-:

Que incoadas las oportunas diligencias cri­
minales, se declaró procesado, por auto de 7 
de Septiembre último, á D. Cristóbal Ortega 
Fernández, suspendiéndole del cargo de Con­
cejal, y en su virtud, dicho Ortega acudió al 
Gobernador de la provincia paTa que esta Au­
toridad suscitara al Juzgado la oportuna com­
petencia, como así lo hizo, de ‘acuerdo con la 
Comisión provincial, fundándose en que, sin 
la resolución previa que dictare en su caso la 
Comisión provincia!, no podía.el Juzgado pro­
ceder contra el Alcalde de Baños, por el 
hecho qué queda indicado, en atención á que 
de la resolución mencionada dependía tam­
bién el determinar si el delito ó falta había 
sido reservado por la ley á la Administración, 
estando en todo caso sometida á la Comisión 
provincial la cuestión previa, de la cual había 
úe depender el fallo del Tribunal; y citaba el 
Gobernadorlos artículos 2.°, 3.° y 8.° del Real

decreto' de 8 de Septiembre de 1887, y núme­
ro 2.° del art. 99 de la ley Provincial y Real 
decreto de 24 de Marzo de 1891:

Que sustanciado el conflicto, el Juez dictó 
auto declarándose competente, alegando que 
el hecho de negarse el Alcalde de Baños á dar 
posesión del cargo de Concejal al electo don 
Manuel Altozano no podía menos de estimar­
se como constitutivo del delito de desobedien­
cia, previsto y penado en el art. 380 del Códi­
go, toda vez que se le había anunciado el fallo 
de la Comisión provincial, recaído en el recur­
so interpuesto por D. Francisco Rniz, y, sin 
embargo, se había negado á dar cumplimien­
to á dicha decisión; que según determina el 
art. 12 del Real decreto de 24 de Marzo de 
1891, cuando algún Concejal hubiese sido ele­
gido en condiciones de incapacidad, ó incu­
rriese-en ella después de elegido, aun cuando 
no se hubiera suscitado reclamación alguna, 
el Gobierno podrá ordenar la instrucción de 
expediente para depurar dicho extremo, cuyo 
expediente ha de sustanciarse con audiencia 
del interesado y con informe de la Comisión 
provincial, resolviéndose por el Gobernador de 
la provincia, por todo lo cual el Alcalde de 
Baños no pudo ni debió negar la posesión al 
Concejal electo D. Manuel Altozano, aun en 
el supuesto que lo hizo, de haber sido aquél 
procesado, pnes en todo caso debió poner tal 
hecho en conocimiento del Gobernador, para 
que, si lo estimaba oportuno, se formase el 
expediente que previene el citado Real decre­
to; que no tenía aplicación al caso de que se 
trataba el artículo 99 de la ley Provincial ci­
tado por el Gobernador, puesto que la Comi­
sión provincial no tenía que resolver previa­
mente sobre una incapacidad que no fué ale­
gada en la forma que determina el citado 
Real decreto de 24 de Marzo de 1891, toda vez 
que el último recurso que se entabló fué re­
suelto en tiempo, declarando la capacidad del 
Concejal electo; que no estaba el delito denun­
ciado reservado ála Administración, ni existía 
tampoco cuestión previa que resolver, por lo 
cual no se hallaba el caso comprendido en nin­
guno de los dos que, por excepción, determi­
na el art. 3.° del Real decreto de 8 de Sep- 
tiembrede 1887 para que pueda suscitarse com­
petencia en los juicios criminales; que según 
el art. 303 de la ley de Enjuicimiento crimi­
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nal, la formación del sumario corresponde á 
los Jueces de instrucción por los delitos que 
se cometan dentro de su partido ó demarcación

pueden los Gobernadores suscitar contiendas 
de competencia en los juicios criminales: 

Conformándome con lo consultado por el
respectiva:

Que el Gobernador, de acuerdo con la Co­
misión provincial, insistió en su requerimien­
to, resultando de lo expuesto el presente con­
flicto, que ha seguido sus trámites.

Visto el núm. l.#, art. 3.°del Real decreto 
de 8 de Septiembre de 1887, que prohíbe á los 
Gobernadores suscitar contiendas de compe­
tencia en los juicios criminales, á no ser que 
el castigo del delito ó falta esté reservado por 
la ley á los funcionarios de la Administración, 
ó cuando en virtud de la misma ley deba de­
cidirse por la Autoridad administrativa algu­
na cuestión previa de la cual dependa el fallo 
que los Tribunales ordinarios ó especiales ha­
yan de pronunciar:

Visto el núm. 2.", art. 99 de la ley Pro­
vincial vigente, según el cual corresponde á 
la Comisión provincial, como superior jerár­
quico de los Ayuntamientos, resolver las re­
clamaciones y protestas en las elecciones mu­
nicipales, así como las incapacidades, incom­
patibilidades y excusas de los Concejales en 
los casos y en la forma que la ley Municipal 
y la ley Electoral establezcan:

Considerando:
1. ° Que la presente contienda de compe­

tencia se ha suscitado con motivo de la causa 
criminal seguida contra el Alcalde de Baños 
por haberse negado á dar posesión al Concejal 
electo D. Manuel Altozano, que había sido 
suspenso anteriormente del cargo de Alcalde 
y Concejal de aquel Ayuntamiento por auto 
judicial recaído en causa seguida contra el 
mismo:

2. ° Que la posesión de los Concejales y los 
incidentes que sobre la misma puedan surgir 
se regulan por leyes y disposiciones adminis­
trativas, y por lo tanto, á la Administración 
corresponde determinar previamente si el Al­
calde de Baños, al obrar en los términos en 
que lo hizo, se ajustó ó no á los preceptos le­
gales que rigen sobre la materia:

3. ° Que la resolución de tal cuestión pue­
de influir en el fallo que en su día dicten los 
Tribunales de justicia, encontrándose en su 
virtud el presente conflicto comprendido en 
uno de los dos casos en que, por excepción,

Consejo de Estado en pleno;
En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 

D. Alfonso XIII, y como Reina Regente del 
Reino,

Vengo en decidir esta competencia á favor 
de la Administración.

Dado en Palacio á diez de Marzo de mil 
ochocientos noventa y dos.—MARÍA CRISTI­
NA.—El Presidente del Consejo de Minis­
tros, Antonio Cánovas del Castillo.

(Gaceta del 1G de Marzo de 1892.)

En el expediente y autos de competencia 
suscitada entre el Gobernador civil de la pro­
vincia de Badajoz y la Audiencia de lo crimi­
nal de Llerena, de los cuales resulta:

Que en 8 de Mayo de 1888 1). Regino Va­
lencia Granados denunció ante el Juzgado de 
Fuente de Cantos el hecho de que el Alcalde 
de Montemolín D. Salustiano Rojas le había 
detenido y conducido á la cárcel, donde per­
maneció en un calabozo, destinado única­
mente á los criminales de consideración y á 
los rematados, desde las dos de la tarde hasta 
las doce de la noche próximamente, hora en 
que el Juez municipal decretó su libertad; y 
que á consecuencia de su permanencia en el 
calabozo había contraído una afección:

Que el denunciante manifestaba que el 
Alcalde había tratado de impedirle que en­
trase y permaneciera, no sólo en los estable­
cimientos públicos, sino también en las casas 
particulares, y para demostrar la conducta 
arbitraria del Alcalde, acompañaba los si­
guientes documentos: l.° Un oficio que en
l.° de Mayo del expresado año había dirigido 
D. José Soto, Alcalde de Montemolín, á don 
Manuel Valencia, manifestándole que habien­
do llegado á noticia de la Alcaldía los escán­
dalos que se producían en su establecimiento, 
donde se pronunciaban palabras ofensivas á la 
Autoridad local, y donde diariamente se in­
fringían las leyes sobre el juego de envite y 

| azar, se vería obligado á mandar cerrar el es­
tablecimiento, en cuanto se refería á la per­
manencia en él de personas que con sus pro­
cedimientos traían escandalizado al público,
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quedándole expedito el derecho de vender pa­
ra fuera del establecimiento losarticulos que 
expendía; advirtiéndole y conminándole con 
la multa de 25 pesetas, si con su desobedien­
cia al cumplimiento de la orden se hiciese 
acreedor á ello.

2.° Otra comunicación dirigida por el mis­
mo Alcalde en 4 del referido mes á D. Manuel 
Valencia, imponiéndole una multa de 15 pese­
tas, porque en la noche del día anterior se 
había faltado á lo que se le previno en la co­
municación del día l.°, disponiendo que la 
multa fuera hecha efectiva en el papel co. 
rrespondiente y en el improrrogable plazo de 
doce dias; advirtiéndole que de no hacerlo se 
procedería á los apremios á que hubiera lugar. 
Dichos documentos los acompañaba á su de­
nuncia D. Regino Valencia, como dirigidos 
por el Alcalde á los Presidentes de los Círcu­
los que frecuentaba el denunciante, con obje­
to de que éste no pudiera asistir á ellos y ex­
poner allí sus ideas:

Que delegada en el Juzgado de Fuente de 
Cantos la instrucción del sumario, se practi­
caron las oportunas diligencias, entre las cua­
les figura la declaración de los Médicos titula­
res de la expresada villa, manifestando que 
D. Regino Valencia Granados padecía un cata­
rro traqueo-bronquial, cuyo origen era un 
brusco enfriamiento y la respiración de aires 
impuros por espacio de muchas horas;

Que declarado procesado D. Salustiano Ro­
jas y suspenso en el cargo de Alcalde, y ha­
llándose la causa en sumario, el Gobernador 
de la provincia de Badajoz, á instancia del Al­
calde de Montemolín D. Salustiano Rojas, y 
sin oir á la Comisión provincial, requirió de 
inhibición á la Audiencia de Llerena, la que 
después de sustanciar el incidente, sostuvo su 
jurisdicción y remitió al Gobernador el co­
rrespondiente exhorto:

Que enviados los antecedentes á la Comi­
sión provincial, manifestó ésta al Gobernador 
que habiéndose omitido el trámite que pres­
cribe el art. 5.° del Real decreto de 8 de Sep­
tiembre de 1887, al hacerse el requerimiento, 
y siendo éste un defecto subsanable, debía el 
Gobernador requerir de nuevo á la Audiencia, 
informe con el que se conformó elGoberna-j 
dor, y dirigió nuevo oficio de requerimiento 
al repetido Tribunal:

Que éste acordó remitir las actuaciones á 
la Presidencia del Consejo de Ministros, en 
cumplimiento de lo dispuesto en el art. 19 
del citado Real decreto, resultando de lo ex­
puesto el presente conflicto.

Visto el art. 5.° del Real decreto de 8 de 
Septiembre de 1887, según el cual, los Go­
bernadores, oídas las Comisiones provinciales, 
harán el requerimiento de inhibición á los 
Jueces ó Tribunales que estén conociendo del 
asunto.

Visto el art. 19 del mismo Real decreto, 
que dispone que si insistiese el Gobernador, 
ambos contendientes remitirán directamente 
por el primer correo al Presidente del Conse­
jo de Ministros las actuaciones que ante cada 
cual se hayan instruido haciendo poner al 
oficial público á quien respectivamente co­
rresponda la certificación prevenida en el 
art. 15, y dándose mutuo aviso de la remesa, 
sin ulterior procedimiento:

Considerando:
1. ° Que el Gobernador de Badajoz, al re­

querir ála Audiencia de Llerena, dejó de cum­
plir lo propuesto en el art. 5.° del mencionado 
Real decreto, puesto que hizo el requerimiento 
sin haber oído á la Comisión provincial:

2. ° Que el Tribunal al ser requerido se­
gunda vez debió limitarse, como lo hizo, á 
remitir las actuaciones sin tramitar de nuevo 
el incidente de competencia, puesto que ya 
había dictado un auto firme, sobre el cual no 
podía volver, y únicamente al decidirse la 
competencia pueden ser apreciados los vicios 
que en la sustanciacion de la misma se hayan 
cometido por alguna de las Autoridades con­
tendientes:

3. ° Que no puede entenderse en modo al­
guno sustanciado de nuevo el incidente, toda 
vez que no se ha llenado ninguno de los trá­
mites al efecto establecidos:

4. ° Que la falta en que ha incurrido la Au­
toridad gubernativa al promover la compe­
tencia constituye un defecto sustancial en el 
procedimiento, que impide resolver, por aho­
ra, el presente conflicto jurisdiccional:

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno;

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey 
D. Alfonso XIII, y como Reina Regente del 
Reino,
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Vengo en declarar mal suscitada esta com­
petencia; que no ha lugar á decidirla, y lo 
acordado.

Dado en Palacio á quince de Marzo de mil 
ochocientos noventa y dos.—MARÍA CRIS­
TINA.—El Presidente del Consejo de Minis­
tros, Antonio Cánovas clel Castillo.

[Gaceta del 18 de Marzo de 1892.)

Ministerio de Fomento,

REAL ORDEN.

limo. Sr.: En vista de que la Real orden 
y el anuncio de oposición á la cátedra de Pa­
tología módica de la Universidad de Vallado- 
lid, que aparecieron en la Gaceta de Madrid 
del día 2 del actual, contienen la equivoca­
ción de haberse puesto la cátedra recientemen­
te cubierta, en vez de la que resulta vacante;

S. M. el Rey (Q. D. G.), y en su nombre 
la Reina Regente del Reino, ha tenido á bien 
anular dicha orden y anuncio, y disponer que 
la cátedra que efectivamente corresponde y 
debe anunciarse á oposición es la de Patología 
general con su clínica de la expresada Uni­
versidad, vacantepor pase de D. Antonio Alon­
so Cortés á la de Patología médica.

De Real orden lo digo á V. I. para su co­
nocimiento y demás efectos. Dios guarde á 
V. 1. muchos años. Madrid 11 de Marzo de 
1892.—Linares Rivas.—Sr. Director general 
de Instrucción pública.

ADMINISTRACION CENTRAL.

Ministerio de Fomento.

Dirección general de Instrucción pública.

Se halla vacante en la Facultad de Medi­
cina de la Universidad de Valladolid la cáte­
dra de Patología general con su clínica, dota­
da con el sueldo anual de 3.500 pesetas, la ] 
cual ha de proveerse por oposición, con arre- j 
gh) á lo dispuesto en el art. 226 de la ley de ] 
9 de Septiembre de 1857. Los ejercicios se ve­
rificarán en Madrid en la forma prevenida en ¡

el reglamento de 2 de Abril de 1875. Para ser 
admitido á la oposición se requiere no hallar­
se incapacitado el opositor para ejercer cargos 
públicos, haber cumplido veintiún años de 
edad, ser Doctor en dicha Facultad ó tener 
aprobados los ejercicios para dicho grado.

Los aspirantes presentarán sus solicitudes 
en la Dirección general de Instrucción pú­
blica en el imporrogable término de tres me­
ses,á contar desde la publicación de este anun­
cio en la Gacela, acompañadas de los docu­
mentos que acrediten su aptitud legal, de una 
relación justificada de sus méritos y servicios, 
y de un programa de la asignatura dividido 
en lecciones y precedido del razonamiento 
que se crea necesario para dar á conocer en 
forma breve y sencilla las ventajas del plan 
y del método de enseñanza que en el mismo 
se propone.

Según lo dispuesto en el art. l.° del ex­
presado reglamento, este anuncio deberá pu­
blicarse en los Boletines oficiales de todas las 
provincias, y por medio de edictos en todos 
los establecimientos públicos de enseñanza de 
la Nación; lo cual se advierte para que las 
Autoridades respectivas dispongan desde lue­
go que así se verifique sin más que este aviso.

Madrid 11 de Marzo de 1892.—El Director 
general, José Diez Macuso.

(Gaceta del 17 de Marzo de 1892.)

Junta Central del Cenan Electoral.
CIRCULAR.

limo. Sr.: El art. 11 de la ley Electoral 
vigente dispone que el día l.° de Abril de ca­
da año, los Jueces municipales remitirán á los 
respectivos Alcaldes lista certificada de los 
asientos del Registro civil, comprensiva de 
los electores que hubiesen fallecido durante 
los doce meses precedentes; y los Jueces de 
instrucción y de primera instancia, también 
lista certificada de las resoluciones judiciales 
firmes dictadas durante el mismo período de 
tiempo, que afecten á la capacidad electoral 

l de los inscritos en las listas de cada distrito 
| municipal.

Empezadas las operaciones para la forma­
ción del Censo electoral el día 31 de Julio de 

¡ 1890, y no habiéndose verificado la revisión
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en l.° de Abril siguiente, porque en virtud 
de lo prevenido en la segunda de las disposi­
ciones transitorias de la ley Electoral no po­
día hacerse hasta pasado el año inmediato aí 
en que tuviera lugar la publicación de las lis­
tas ultimadas, deben hoy figurar en dichas lis­
tas todos los electores que han fallecido ó que 
han perdido su derecho electoral por incapa­
cidad después de la indicada fecha de 31 de 
Julio de 1890.

Próximo el día en que ha de empezar la 
primera revisión del Censo electoral y ha de 
cumplirse por los Jueces municipales, de ins­
trucción y de primera instancia lo ordenado 
en el citado art. 11, y disponiendo éste que 
las listas certificadas que los /Jueces han de 
remitir á los Alcaldes el día l.° del próximo 
Abril sólo han de comprender los doce meses 
precedentes, suponiendo que ha tenido lugar 
la revisión en el año anterior, á fin de no dar 
lugar á dudas, y de que las expresadas listas 
certificadas abarquen el mismo período de 
tiempo que debe ser para esta primera revi­
sión desde el día l.° de Agosto de 1890, en 
que comenzó la formación del Censo, hasta el 
día 31 de Marzo corriente, esta Junta Central 
ha acordado, en sesión celebrada bajo mi pre­
sidencia el día 23 del actual, que las listas 
certificadas que los Jueces municipales han 
de remitir á los respectivos Alcaldes el día 
1.” del próximo mes de Abril, de los electores 
fallecidos, comprendan el período que media 
desde el día l.° de Agosto de 1890 hasta 31 de 
Marzo corriente, ambos inclusive, y que se 
extiendan al mismo período de tiempo las que 
han de remitir los Jueces de instrucción y de 
primera instancia, de las resoluciones judicia­
les firmes que afecten á la capacidad electoral 
de los.inscritos en las listas de cada distrito 
municipal.

Lo que por acuerdo de la expresada Junta 
tengo la honra de poner en conocimiento de 
V. I., á fin de que se sirva trasladarlo á los 
Jueces de instrucción, de primera instancia y 
municipales del territorio de esa Audiencia.

Dios guarde á V. I. muchos] años.—Pala­
cio del Congreso 24 de Marao de 1892.—El 
Presidente, Alejandro Pidal y Mon.—Sr. Pre­
sidente de la Audiencia territorial de.....

(Gaceta del 25 de Marzo de 1892J

Sección cuarta.

Núm. 630.

Administración de Contribuciones de la provincia de.......

CONTRIBUCION INDUSTRIAL;

A los Ayuntamientos de esta provincia.

CIRCULAR.

La Dirección general de Contribuciones 
directas, con fecha 11 del actual dice á la De­
legación de Hacienda de esta provincia lo 
siguiente: «Este Centro Directivo recuerda á 
V. S. el cumplimiento del art. 15 del Regla­
mento vigente sobre Contribución industrial, 
respecto á la formación de matrículas que 
han de regir en el inmediato año económico, 
y espera que adopte las medidas necesarias 
para que sin excusa comiencen los trabajos 
preliminares de dicho servicio el primero de 
Abril próximo y quedar ultimado dentro del 
plazo al efecto establecido. Para conseguirlo 
debe señalarse á los Alcaldes el que pruden­
cialmente se considere indispensable según la 
importancia que tenga la matrícula de la lo­
calidad á fin de que puedan formarla, em­
pleando con los morosos los medios coerciti­
vos que dicho Reglamento determina. Las 
distintas circulares dictadas relativamente á 
la práctica do este servicio, contienen reglas 
suficientes para desempeñarle con el mayor 
acierto, especialmente las de 21 de Marzo de 
1884 y 19 de igual mes de 1889 y á ellas ha 
de atenerse la Administración. Conviene sin 
embargo recomendar de nuevo á la misma 
que de ningún modo se aprueben los reparti­
mientos gremiales sin que á ellós'preceda el 
acta de bases á que deben sujetarse para evi­
tar su entidad en el caso de reclamación por 
parte de cualquier industrial. También debe 
tenerse presente que si los gremios no llegan 
á diez individuos, la clasificación y reparto ha 
de verificarse estrictamente con arreglo á lo 
que prescribe el artículo 59 del Reglamento, 
y que acerca del particular no pueden admi­
tirse otras reclamaciones que las de nulidad, 
efecto de algún vicio esencial de doctrina es­
tablecida en distintos casos y confirmada por
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sentencia del Tribunal de lo Contencioso-ad- 
ministrativo, fecha 24 de Diciembre último. 
Asimismo es indispensable eliminar de las 
matrículas todos los contribuyentes declara­
dos fallidos, compensando los valores que re­
presentaban con los que se hayan obtenido y 
obtengan por virtud de la rectificación de pa­
drones y de una activa fiscalización, especial­
mente en lo relativo á industria de la Tarifa 
de Patentes, á las cuales por lo genera] se 
prestará previa atención, pues no basta pe­
dir á los Alcaldes relaciones de los industria­
les domiciliados en la localidad que se ha­
llen sujetos al pago por tal concepto, sino que 
es preciso exigir se provean de dicho docu­
mento, instruyendo si es necesario el oportu­
no expediente de defraudación. El ingreso 
de estos valores deben realizarse en los plazos 
que expresa el artículo 92 del citado Reglamen­
to á fin de que luzcan en los estados semestra­
les de altas y no se dé el caso de que transcu­
rra el año sin que se conozca su importe, pri­
vando además al Tesoro de lo que le corres­
ponde y demostrando con tal proceder la falta 
de celo y las deficiencias del servicio en asun­
to tan importante. Por último, el estado ge­
neral de valores que debe irse formando á 
medida que se aprueben las matrículas se re­
mitirá á este Centro en todo el mes de Agosto, 
explicando de modo claro y correcto las causas 
que motiva la diferencia de su importe com­
parado con el año anterior.'>

Lo que se inserta en el Boletín Oficial á 
los efectos consiguientes. Y con objeto de 
conseguir los fines indicados y que este ser­
vicio se lleve á cabo con la mayor rapidez po­
sible, esta Administración recomienda á los 
Alcaldes de la provincia todo el celo y asidui­
dad que demandan los intereses del Tesoro, á 
hn de que respondan á lo1 que hay derecho á 
esperar, teniendo en cuenta las prevenciones 
siguientes:

1. a Para la formación de las matrículas se ■ 
señala el plazo de dos meses d contar desde 
la fecha de es'ta circular, cuidando de la mayor 
precisión y exactitud en las individualidades 
que deben comprenderse en dicho docínnento.

2. " Que se fijen bien en la base de pobla­
ción que corresponde á cada Ayuntamiento, 
consignando el número de habitantes.

3. a Que con respecto al tanto por 100 que

el Ayuntamiento haya acordado imponer co­
mo recargo municipal sin que pueda exceder 
del reglamentario, se consigne en la casilla 
correspondiente, y por último que se sumen el 
número de contribuyentes de cada Tarifa.

Vallado]id 18 de Marzo de 1892,—El Ad­
ministrador de Contribuciones, Francisco Te­
rreras.

------- ...............................
Núm. 641.

Ayuntamianto constitucional de 
Geria.

Terminado el apéndice al amillaramiento 
base de la derrama de la contribución territo­
rial, para el próximo ejercicio de 1892-93, se 
halla de manifiesto por término de quince 
días, contados desde el en que tenga lugar su 
inserción en el Boletín Oficial de esta pro­
vincia, en la Secretaría de este Ayuntamien­
to, áfin de que examinado por los contribuyen­
tes en él comprendidos formulen las reclama­
ciones que estimen oportunas.

Lo que se hace público para conocimiento 
de los interesados.

Geria 22 de Marzo de 1892.—El Alcalde, 
Juan Lozano.

Con el propio objeto ó igual término, se 
halla expuesto en los Ayuntamientos de 

Montemayor 
San Miguel del Arroyo 
Villanueva de San Mancio 
Villalba del Alcor 
Villasexmir

Núm. 64G.

Ayuntamiento constitucional de 
Velascálvaro.

En esta Alcaldía y en casa de D. Gregorio 
Flores, se halla depositada una potra que se 
hallaba extraviada, cuyas señas se expresan á 
continuación, la cual fué.recogida por dicho 
Gregorio en el día 21 del presente mes y hora 
de las once de su mañana.

Lo que se anuncia en el Boletín Oficial 
de esta provincia para que llegue á conoci­
miento dé su dueño y se presente á recogerla 
previa la oportuna justificación y pago de los 
gastos ocasionados hasta su entrega.

Velascálvaro 23 de Marzo de 1892.—El 
Alcalde, Mateo Gutiérrez.—P. S. M., Leoncio 
Pinilla.

Señas.
Una potra de dos años, pelo rojo, calzada 

de las dos patas, con un pequeño lunar en la 
nariz, bragada de la tripa, alzada seis cuartas 
y media.

Talón núin. 144.
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Núm. 638.

Juzgado Municipal del Distrito de la Audiencia.
NACIMIENTOS registrados en es+e Juzgado durante la 2.a decena del mes de Marzo de 1892.

NACIDOS VI VOS. NACIDOS SIN VIDA V ¡HUERTOS ANTES DE SER INSCRITOS. Total
deLEGÍTIMOS, ^ NO LEGÍTIMOS. Total : LEGÍTIMOS. NO LEGÍTIMOS. Total

LUAS. de de ambas

Varones. Hembras. 'rom. Varones. Hembras. TOTAL. viros. Varones. íofiibras. TOTAL. •Varones. Hembras. TOTAL. muertos. clases.

11 1 V i 7? 1 1 2 77 77 77 77 77 77 « 2
12 n 1 i 1 77 1 2 77 77 77 77 77

0
13 9 1 3 77 77 77 3 1 .11 1 77 77 7? 1 4
14 11 2 2 11 77 77 2 77 77 77 77 n )7 77 2
16 3 1 4 2

77
2 6 77 7» 77 77 77 77 77 6

16 2 r
2 2 77

2 • 4 77 77 77 77 77 77 )7 4
17 2 ?7

2 1 7? 1 3 77 77 7? 77 77 77 77 3
18 3 2 5

77 „ 5 77 77 77 77 77 77 77 5
19 n 1 1 1 1 2 3 77 77 77 77 1 1 1 3
20 r 1 1 77 3 3 4 77 » 7’ ' 77 77 77 77 4

n n n 7) 7? 77
, '

77 77 77 77 77 77 77 : 77 ~ 77 V

Total. 13 9 22 7 5
ú

34 1 77 1 77 1 1 r 2. 36

Valladolid 2L de MaVzo de 1892.—El Juez Municipal, Casimiro González Garda Valladolid.

DEFUNCIONES registradas en este Juzgado durante la 2.a decena del mes de Marzo de 
F'92, clasificadas por sexo y estado civil de los fallecidos.

DÍAS.

F A L_ L’E OIDOS.
—

TOTAL

general

V ARONBS.

Solteros. Casados. Viudos. TOTáÍ. Solteras. Casadas. Viudas. TOTAL.

11 o • 7! 11
i 3 1 77 1 . 2 5

12 7? ' 77 77
i

77' 77 77 1 1 1
13 77 2 •2 : 1 1 2 4 .
14 2 77 77 2 1 1 * 77 2 4
15 1 1 2 1 1 2 4
16 1 77 2 3 77 77 77 77 3
17 1 3 77 4 1 7? 77 1 5 -
18 1 1 2 1 1 2 4
19 77 2 2 L 1 2 4
20 2 2 77 4 7? 77 77 77 4

77 7’ 77 77 77 ” a 77 77 77 77

Totales...
--------*

10 11 2 24 6 4 4 14 38 .

Valladolid 21 de Marzo de 1892.—El Juez Municipal, Casimiro González Garda Valladolid. 
(1) En este día aparece la inscripción de un varón de estado ignorado.

Valladolid: 1892.—Imprenta y Encuademación del Hospicio provincial.


